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TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / OBLIGACIÓN DEL INTERESADO DE PRESENTAR LA DOCUMENTACIÓN COMPLETA / SO PENA DE ENTENDERSE DESISTIDA LA PETICIÓN.
… el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a asignar fecha para la calificación de la pérdida de capacidad laboral. No obstante, la recurrente debe tener en cuenta que si la entidad que acciona no ha fijado fecha para la realización de la valoración, se debe precisamente a que ella, al momento de impetrar sus solicitudes, al parecer no ha aportado la documentación completa que para tal fin se requiere.

Ahora bien, es menester aclarar que la exigencia de Colpensiones de subsanar y completar la solicitud para la calificación, pese a los dichos de la accionante, no es desproporcionada o arbitraria, pues la administradora de pensiones actuó conforme a lo consagrado en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2017, “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición…”.
De igual modo, vemos como el inciso 3º del artículo en cita refiere que, si en el mencionado término el peticionario no completa su solicitud conforme a lo requerido por la autoridad competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición…
Como viene de verse, no existe prueba de que Colpensiones esté dilatando de manera injustificada la solicitud de la señora MARÍA DEL CARMEN, sino que por el contrario está dando cumplimiento al conducto regular establecido por la ley para los casos en que se presentan peticiones incompletas y esta documentación no es aportada por el peticionario dentro del término establecido.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, cinco (05) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:40 p.m. 
Aprobado por Acta No. 787 
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora MARÍA DEL CARMEN ALARCÓN BAÑOL, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad el pasado 29 de julio de 2019, mediante el cual negó la acción de tutela invocada por el recurrente en contra de COLPENSIONES. 

ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 
· La señora MARÍA DEL CARMEN ha venido intentando desde hace algún tiempo que COLPENSIONES le asigne una cita de medicina laboral, con el fin de que sea calificada su PCL.
· Sin embargo, considera la actora que dicha entidad le está imponiendo trabas, porque cada vez que presenta una solicitud, la respuesta que le dan es que los documentos están incompletos, o como sucedió en el último caso, en que le dijeron que los mismos eran ilegibles. 
· En la una de las oportunidades, presentó solicitud para valoración el 1º de marzo de 2019, pero el 11 de marzo Colpensiones contestó que sus documentos no fueron debidamente diligenciados; de esta manera, el 21 de marzo anexó los documentos faltantes, a pesar de lo cual el 5 de abril Colpensiones le indicó que los documentos allegados presentaban errores; el 3 de mayo pidió a la entidad que le concediera una prórroga, pero esa entidad le contestó por escrito el 8 de mayo que ya se había cerrado su caso, toda vez que dejó vencer el término para presentar los documentos.    
· La última vez que radicó petición en ese sentido fue el 21 de junio de 2019, dice que anexó los documentos necesarios, pero Colpensiones le manifestó que la historia clínica allegada no es legible. 
· Considera la accionante que Colpensiones está dilatando sus pedimentos, lo que se traduce en una vulneración de sus derechos fundamentales.   
PRETENSIONES:

Pidió la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, mínimo vital y debido proceso, y en consecuencia, se le ordene a Colpensiones que en el término de 48 horas, proceda a asignarle cita de calificación de pérdida de capacidad laboral con los documentos que ya obran en esa entidad, sin exigirle más documentación.   
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 17 de julio de 2019, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
La encartada guardó silencio. 

Una vez analizada la situación fáctica, el Juez A Quo profirió sentencia en las calendas del 29 de julio de 2019, mediante la cual decidió negar la solicitud de amparo constitucional invocada, puesto que las exigencias de Colpensiones no son exageradas, sino que se ajustan al reglamento interno de la entidad para dar trámite a las solicitudes que allí se recepcionan. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con esa decisión, la parte accionante interpuso recurso de impugnación en el cual indicó que no tiene razón de ser que se le exijan unos documentos que fueron presentados en debida forma desde el momento de la radicación de la solicitud ante Colpensiones. 
De igual manera, expuso que Colpensiones la está sometiendo a un tiempo de espera mucho más largo y tedioso, aun cuando es tan importante definir rápidamente su situación debido al complicado estado de salud que ella padece. 
De igual manera, está inconforme con la decisión de instancia porque no tuvo en consideración que Colpensiones ha asumido un comportamiento negligente y dilatorio, porque desde la presentación de la primer petición de valoración de PCL no se le dijo que su historia clínica era ilegible, cuando bien pudo hacerlo para así evitarle tener que presentar de manera parcializada los documentos que se le iban pidiendo. 

Mencionó que se encuentra muy enferma, que necesita de manera urgente que se le haga una valoración para así poder continuar con el trámite de un reconocimiento pensional, dado que es esa la única esperanza que le queda para llevar una vida digna. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la accionante, la entidad demandada ha vulnerado sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el caso bajo estudio, lo que se entrevé es que el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a asignar fecha para la calificación de la pérdida de capacidad laboral. No obstante, la recurrente debe tener en cuenta que si la entidad que acciona no ha fijado fecha para la realización de la valoración, se debe precisamente a que ella, al momento de impetrar sus solicitudes, al parecer no ha aportado la documentación completa que para tal fin se requiere.
Ahora bien, es menester aclarar que la exigencia de Colpensiones de subsanar y completar la solicitud para la calificación, pese a los dichos de la accionante, no es desproporcionada o arbitraria, pues la administradora de pensiones actuó conforme a lo consagrado en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2017, “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”:   

“PETICIONES INCOMPLETAS Y DESISTIMIENTO TÁCITO. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición.
De igual modo, vemos como el inciso 3º del artículo en cita refiere que, si en el mencionado término el peticionario no completa su solicitud conforme a lo requerido por la autoridad competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición, léase: 

“Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.”

Como viene de verse, no existe prueba de que Colpensiones esté dilatando de manera injustificada la solicitud de la señora MARÍA DEL CARMEN, sino que por el contrario está dando cumplimiento al conducto regular establecido por la ley para los casos en que se presentan peticiones incompletas y esta documentación no es aportada por el peticionario dentro del término establecido.

Bajo tales circunstancias, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado Colpensiones a los derechos fundamentales de la accionante, por el contrario ha quedado claro que esa entidad ha realizado las gestiones pertinentes e incluso le ha manifestado el trámite respectivo que debe llevar a cabo la accionante para obtener su cita para la valoración.
Bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente, tal como lo ha señalado el Órgano de Cierre en materia Constitucional, en asuntos como el que hoy nos ocupa:
“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por la parte accionante que le sea atribuible a Colpensiones, por tanto la decisión de primer nivel se habrá de confirmar. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora MARÍA DEL CARMEN ALARCÓN BAÑOL en contra de COLPENSIONES. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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